SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°107 
                                               RADICACIÓN: 66001310900320180013001


ACCIONANTE: CLAUDIA LILIANA GIRALDO A
CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACTUALIZACIÓN DE AVALÚO CATASTRAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA EL EFECTO.
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera entonces que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como un trámite preferente y sumario, que procede sólo en las situaciones aludidas, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de manera excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata. (…)
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 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (01) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                            Acta de Aprobación No. 0969
                                           Hora: 02:00 p.m.
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana CLAUDIA LILIANA GIRALDO ALZATE, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, a consecuencia de la acción de amparo promovida contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGA. -en adelante IGAC-  Territorial Risaralda, la Alcaldía de Dosquebradas, la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas y la Constructora S.A.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de la información aportada en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) la señora CLAUDIA GIRALDO en julio 19 de 2011 compró una vivienda tipo casa en el conjunto residencial Veracruz ubicado en la carrera 12 No 67-03 del municipio de Dosquebradas; (ii) registró la escritura pública No 3963 en la Notaría Quinta de Pereira y realizó todos los pagos pertinentes; (iii) el IGAC nunca ha tenido el predio como vivienda sino como lote; (iv) desde el año pasado ha solicitado al IGAC a través del Director Territorial Risaralda resolver el problema presentado con el avalúo catastral de su casa, pero no ha tenido una respuesta satisfactoria; (v) en diciembre 28 de 2017 solicitó a la entidad la actualización de la ficha catastral, recibió una respuesta pero no de fondo a lo pedido; (vi) el presente año le facturaron el impuesto del predial por valor de $9.391.778.oo, pero se trata de una cifra errada porque aplican la tarifa plena para un lote que se encuentra construido como casa de habitación, pero además cobran retroactividad desde el año 2011 e intereses corrientes por el año 2018; (vii) por el anterior error de la Alcaldía de Dosquebradas y el IGAC no ha podido pagar el impuesto; y (viii) el IGAC y la Alcaldía de Dosquebradas no han actualizado los predios de forma oportuna, no han registrado el lote No 43 como casa, y no reconoce la vivienda como de su propiedad.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de los derechos de petición, igualdad y debido proceso; y, en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas: (i) actualización del propietario a partir de julio 19 de 2011, (ii) no aplicar cobro de retroactividad, intereses corrientes o interés de mora; (iii) que el lote No 43 se actualice como casa de habitación; (iv) que se defina la autoridad competente para resolver su problema; y (v) se declare la prescripción de la deuda.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que procedió a vincular a las entidades accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- Las Secretaría de Planeación y de Gobierno del municipio de Dosquebradas (Rda.), indicaron que la accionante pretende que a través del mecanismo de tutela el IGAC se salte todos los procedimientos establecidos en la ley, con el fin de que la solicitud presentada en diciembre 28 de 2017 se resuelva favorablemente.

El IGAC respondió oportunamente y de fondo en enero 18 de 2018, y en extenso escrito explicó las situaciones que demoran el trámite solicitado.

La acción de tutela es improcedente por cuanto busca pretermitir procedimientos administrativos regulados en la ley. En caso de que exista un medio ordinario de defensa y se acuda a la acción de tutela, es necesario establecer que el mecanismo legal no es el idóneo para la protección de los derechos del accionante.
Con las pruebas arrimadas a la demanda de tutela se evidencia que es una controversia netamente procedimental que no admite solución por vía de tutela. De todas formas es indispensable verificar la existencia y configuración de un perjuicio irremediable.

La accionante ha dejado que el tiempo corra sin exigir el cumplimiento inmediato de los derechos que estima violados, por tanto, se omite el principio de inmediatez que es un requisito esencial para la procedencia de la acción de tutela.

Solicita se declare improcedente la acción de tutela.

- El Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda manifestó que la solicitud de la accionante tiene varias etapas, entre ellas la recepción, asignación, revisión de aspectos jurídicos, verificación de aspectos físicos del predio, producción de información y finalmente la expedición del acto administrativo definitivo que ordene la rectificación, inclusión o eliminación en los archivos catastrales. Cada etapa administrativa trae consigo el cumplimiento de parámetros técnicos y procedimentales.

Del análisis técnico se encontró que existe un error en el valor del área común del condominio, en el sentido de que la misma es más grande en relación con lo que describe la escritura pública, razón por la cual, los avalúos serán corregidos conforme a la metodología catastral, pero con el dato del área del terreno común rectificado, lo que consecuentemente afecta los valores del área asignados a cada unidad predial privada.
Aclaró que contra el acto administrativo que busca rectificar los avalúos catastrales y las áreas de algunos predios del condominio procede los recursos de ley. La Resolución No 661700033372018 corrigió los avalúos para toda la copropiedad.

Solicita se declare un hecho superado toda vez que la entidad dio respuesta de manera oportuna y concluyente frente a lo requerido.

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (octubre 1 de 2018) el despacho emitió fallo en el cual declaró improcedente el amparo invocado, al considerar que la actora tiene expedida la vía ordinaria por medio de la jurisdicción contenciosa, y no se cumplen los presupuestos para que la tutela se conceda como mecanismo transitorio al no haberse acreditado un perjuicio irremediable.

No obstante, tuteló el derecho fundamental de petición que fue radicado ante el IGAC en diciembre 28 de 2017, y ordenó a la entidad resolver de fondo la solicitud.

Para tomar la anterior determinación consideró que el IGAC no puede solicitar una carencia actual de objeto por hecho superado por haber emitido un oficio a través del cual informa a la accionante las situaciones que han impedido que se resuelva de fondo su petición, toda vez que desconoce el inciso segundo del artículo 13 de la ley 1755/15 el cual determina que toda actuación iniciada por cualquier persona ante las autoridades supone el ejercicio del derecho de petición, y la accionante no ha recibido respuesta de fondo del mismo.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante dentro del término de ley se mostró inconforme con lo decidido y señaló que la respuesta del IGAC no es clara, incluso solicitó en la Alcaldía de Dosquebradas poder realizar abonos a la deuda, sin embargo, se negaron a recibir el pago, hasta tanto se solucione el problema catastral.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo solicitado por la señora  CLAUDIA GIRALDO. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide la recurrente. 
5.2.- Solución

En el presente caso, la ciudadana CLAUDIA GIRALDO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y petición, como quiera que por parte del IGAC no se ha realizado la actualización de la ficha catastral de su predio ubicado en el conjunto residencial Veracruz.
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera entonces que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como un trámite preferente y sumario, que procede sólo en las situaciones aludidas, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de manera excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata.  

Sobre la subsidiariedad de la acción de tutela la sentencia T-313/05, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Ahora, la principal pretensión de la accionante es que por vía de tutela se ordene al IGAC actualizar la ficha catastral de su predio, sin embargo, el IGAC informó acerca de las gestiones que ha realizado con el fin de corregir la ficha catastral, y advirtió que dichas correcciones se hacen por medio de un acto administrativo contra el cual la señora CLAUDIA GIRALDO puede interponer los recursos de ley.

Por su parte, para que la entidad a cargo de la información catastral proceda con la corrección de una ficha, previamente debe realizar varios actos de  verificación de aspectos físicos del predio, motivo por el cual no ha expedido el acto administrativo que permita modificar el avalúo del inmueble de propiedad de la accionante.
No obstante, si el IGAC mediante la expedición del acto administrativo no resuelve el problema catastral que afecta a la accionante, bien puede acudir ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela no puede sustituir un medio judicial idóneo, a no ser que se demuestre la existencia de un perjuicio irremediable que impida a la señora CLAUDIA LILIANA agotar la jurisdicción contenciosa; pero dicha situación no se acreditó en el caso específico, ni se indicó por parte de la demandante qué impedimento tiene para acudir al otro medio de defensa judicial.
En cuanto a lo manifestado por la accionante en la impugnación de no tener una respuesta clara a su petición, debe decirse que ese derecho fundamental se protegió por la funcionaria de primer nivel con el fin de que el IGAC emita una respuesta de fondo a la solicitud radicada en diciembre 28 de 2017, por tanto, de persistir la vulneración de dicho derecho, la señora GIRALDO ALZATE puede acudir ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito y solicitar se dé comienzo al incidente de desacato.
Por lo anterior, como quiera que la acción de tutela no se erige como la vía por la cual la señora CLAUDIA GIRALDO puede buscar la protección de los restantes derechos que considera vulnerados –igualdad y debido proceso-, se confirmará la determinación adoptada por la primera instancia de declarar improcedente el amparo constitucional impetrado en relación con la solicitud de corrección de la ficha catastral. Se mantendrá incólume la protección del derecho fundamental de petición en cuanto a la solicitud presentada por la accionante en diciembre 28 de 2017.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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